
Jbl 
C.A. de Valpara soí

Valpara soí , doce  de agosto de dos mil veintis isé .
Vistos :
A folio 1 comparece don ández, 

quien deduce recurso de protecci n en contra de la Tesorer a Generaló í  
de la Rep blica, por estimar que dicho organismo ha incurrido en unú  
acto  ilegal  y  arbitrario  que vulnera  las  garant as  consagradas  en elí  
art culo  19  N 2,  N 3  y  N 24  de  la  Constituci n  Pol tica  de  laí ° ° ° ó í  
Rep blica.ú

Expone que el acto recurrido consiste en la dictaci n y ejecuci nó ó  
de un mandamiento de ejecuci n y embargo en su contra, emitido enó  
el  ,  en  el  marco  de  un 
procedimiento de cobro de obligaciones derivadas del Cr dito con Avalé  
del Estado. Se ala que tom  conocimiento de dicho procedimiento el 9ñ ó  
de  abril  de  2026,  mediante  una  notificaci n  remitida  por  correoó  
electr nico, oportunidad desde la cual comenz  a correr el plazo paraó ó  
oponer excepciones y defensas.

Refiere  que  la  Tesorer a  General  de  la  Rep blica  inici  elí ú ó  
procedimiento  de  cobro  ejerciendo  facultades  de  notificaci n  yó  
ejecuci n sin intervenci n jurisdiccional previa y mediante una formaó ó  
de comunicaci n que estima carente de respaldo legal. Agrega que laó  
circunstancia de que el mismo organismo notifique, decida y ejecute el 
procedimiento genera una situaci n de confusi n respecto del cobro.ó ó

Sostiene que su situaci n econ mica se encuentra condicionadaó ó  
por un ingreso l quido mensual de $1.505.5í 72, el pago de un dividendo 
ascendente  a  ,  obligaciones  crediticias  aproximadas  de 

 mensuales y la manutenci n de dos hijos, circunstancias que,ó  
a su juicio, reducen considerablemente su capacidad de pago. Afirma 
que el procedimiento de cobro y la amenaza de embargo comprometen 
gravemente su estabilidad econ mica y la de su grupo familiar.ó

Alega que la actuaci n recurrida vulnera la garant a de igualdadó í  
ante la ley, por cuanto la Tesorer a General de la Rep blica habr aí ú í  
actuado unilateralmente, ejecutando directamente el cobro sin control 
judicial  imparcial;  el  derecho  al  debido proceso,  al  estimar  que no 
existi  un  procedimiento  previo  que  asegurara  un  emplazamientoó  
v lido,  el  derecho  a  defensa  y  la  intervenci n  de  un  rganoá ó ó  
jurisdiccional  imparcial;  y  el  derecho  de  propiedad,  por  cuanto  las 
medidas  de retenci n  y embargo constituyen una amenaza para suó  
patrimonio sin observar, seg n sostiene, las garant as legales m nimas niú í í  
mecanismos menos gravosos.

Afirma que el actuar de la recurrida es  ilegal y arbitrario, por 
cuanto dispuso medidas de cobro sin considerar su situaci n econ micaó ó  
ni alternativas menos gravosas.
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Solicita, en definitiva, que se declare ilegal y arbitrario el acto 
recurrido; se deje sin efecto el procedimiento de cobro administrativo; 
se ordene la suspensi n inmediata del procedimiento de retenci n y/oó ó  
embargo; se dispongan alternativas acordes con su situaci n econ micaó ó  
y estabilidad familiar; y se adopten las dem s medidas necesarias paraá  
restablecer el imperio del derecho.

A  folio  10  informa  la  Tesorer a  General  de  la  Rep blica,í ú  
solicitando el rechazo del recurso.

Expone que la presente acci n resulta improcedente, por cuantoó  
el recurrente pretende utilizar el recurso de protecci n como una v aó í  
paralela al procedimiento especial de cobranza regulado en los art culosí  
168 y siguientes del C digo Tributario, pese a que dicho procedimientoó  
contempla mecanismos espec ficos de defensa. Agrega que el recurrenteí  
compareci  en  el   de  Losó  
Andes, oponiendo la excepci n contemplada en el art culo 177 N 3 deló í °  
C digo Tributario y solicitando la suspensi n del procedimiento, por loó ó  
que  las  materias  planteadas  en  esta  sede  ya  fueron  sometidas  al 
procedimiento establecido por el legislador. Sostiene, adem s, que laá  
controversia dice relaci n con la interpretaci n de la Ley N 20.027, eló ó °  
Decreto Ley N 1.263, el D.F.L. N 1 de 1994 y el C digo Tributario,° ° ó  
as  como con la determinaci n de la naturaleza jur dica del cr dito yí ó í é  
del procedimiento aplicable para su cobro, cuestiones que exceden el 
mbito cautelar del recurso de protecci n y respecto de las cuales elá ó  

recurrente carece de un derecho indubitado. A ade que este criterio hañ  
sido confirmado por la  Excma.  Corte  Suprema al  conocer  recursos 
deducidos sobre la misma materia.

Explica que la Ley N 20.027 cre  un sistema de financiamiento° ó  
de  estudios  superiores  con  garant a  estí atal  administrado  por  la 
Comisi n  Administradora  del  Sistema  de  Cr ditos  para  Estudiosó é  
Superiores y que, una vez cumplidos los requisitos legales para hacer 
efectiva  la  garant a  estatal,  la  deuda  es  informada  a  la  Tesorer aí í  
General de la Rep blica e incorporada a la Cuenta nica Tributariaú Ú  
mediante . Se ala que ello no transforma el Cr dito conñ é  
Aval del Estado en una obligaci n tributaria, sino que determina queó  
su cobranza corresponda al Servicio de Tesorer as como cr dito fiscal oí é  
del sector p blico, aplicando para ello el procedimiento previsto en elú  
art culo 35 del Decreto Ley N 1.263 y en los art culos 168 y siguientesí ° í  
del C digo Tributario. Agrega que dicho criterio ha sido reconocidoó  
por  los  Dict menes  N 54.539  de  2011  y  N D183-2026  de  laá ° °  
Contralor a General de la Rep blica.í ú

En cuanto al caso concreto, informa que el recurrente registra 
una  deuda  asociada  al  Cr dito  con  Avalé  del  Estado  incorporada 
mediante  ,  ,  con  vencimiento  el  4  de 
noviembre  de  2025,  correspondiente  al  

 de Los Andes, seguido ante la Tesorer a Provincial deí  
San  Felipe.  Indica  que  en  dicho  procedimiento  se  confeccion  laó  
n mina de deudores morosos, se despach  mandamiento de ejecuci nó ó ó  
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y  embargo  y  se  orden  la  notificaci n  y  requerimiento  de  pagoó ó  
conforme a los art culos 168 y siguientes del C digo Tributario. Agregaí ó  
que  el  9  de abril  de 2026 se  remiti  por  correo  electr nico  copiaó ó  
ntegra de la n mina y del mandamiento, inform ndose el plazo legalí ó á  
para oponer excepciones, las que posteriormente fueron deducidas por 
el recurrente.

Sostiene que la actuaci n desarrollada por la Tesorer a Generaló í  
de  la  Rep blica  se  ajusta  a  las  facultades  que  le  confieren  la  Leyú  
N 20.027, el Decreto Ley N 1.263, el D.F.L. N 1 de 1994 que fija el° ° °  
Estatuto Org nico del Servicio de Tesorer as y el C digo Tributario.á í ó  
Argumenta  que  el  art culo  18  bis  de  la  Ley  N 20.027  debeí °  
interpretarse  arm nicamente  con  el  art culo  35  del  Decreto  Leyó í  
N 1.263,  de  manera  que  la  referencia  a  las  acciones  de  cobranza°  
judicial  y  extrajudicial  no  excluye  la  utilizaci n  del  procedimientoó  
previsto en el C digo Tributario para la recuperaci n de cr ditos deló ó é  
sector p blico. A ade que la n mina de deudores morosos constituyeú ñ ó  
t tulo ejecutivo por el solo ministerio de la ley y que las alegacionesí  
relativas a la situaci n econ mica del recurrente o a la conveniencia deó ó  
otras modalidades de pago no alteran la legalidad del procedimiento de 
cobro ni extinguen la deuda registrada.

Finalmente, sostiene que no se configuran las vulneraciones a las 
garant as  constitucionales  invocadas,  por  cuanto  el  recurrente  fueí  
sometido  al  procedimiento  establecido  por  la  ley,  ejerció 
oportunamente  los  mecanismos  de  defensa  previstos  en  ste  y  lasé  
actuaciones impugnadas corresponden al ejercicio de las competencias 
que el  ordenamiento jur dico confiere a la  Tesorer a General  de laí í  
Rep blica para la recuperaci n de cr ditos del sector p blico.ú ó é ú

A folio 11, se orden  traer los autos en relaci n.ó ó
Con lo re lacionado y considerando :
I. -  En  cuan to  a  la  alegaci n  de  inadmisibi l idad  de  laó  

acci n deducida.ó
PRIMERO: Que, la recurrida solicita se declare inadmisible la 

acci n,  fund ndose  en  la  existencia  de  un  procedimiento  ejecutivoó á  
especial  de cobranza,  regulado en los  art culos  168 y siguientes  delí  
C digo Tributario, en relaci n con los art culos 30 y 35 del Decretoó ó í  
Ley N 1.263, en el cual el Tesorero actuar a como juez sustanciador y° í  
que  contemplar a  sus  propios  mecanismos  de  defensa,  correcci n  eí ó  
impugnaci n.  Sin  embargo,  lo  que  esta  Corte  debe  dilucidar  es,ó  
precisamente, si la Tesorer a se encuentra legalmente habilitada paraí  
aplicar dicho procedimiento al cobro de la deuda de que se trata, esto 
es, si el r gimen invocado por la recurrida le resulta o no aplicable;é  
cuesti n que constituye uno de los aspectos centrales del fondo de laó  
presente  acci n  constitucional,  y  no  un  presupuesto  de  suó  
admisibilidad. Por consiguiente, la sola existencia de un procedimiento 
especial de cobro no determina, por s  misma, la improcedencia delí  
arbitrio constitucional, sin perjuicio de que su idoneidad y alcance sean 
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examinados al resolver el fondo del asunto, por lo que esta alegaci nó  
ser  desestimada.á

SEGUNDO:  Que,  tampoco  resulta  suficiente  para  declarar 
inadmisible  la  acci n  la  circunstancia  de  que  las  actuacionesó  
impugnadas se hayan dictado dentro de un procedimiento en que el 
Tesorero  act a  como  juez  sustanciador,  ni  que  el  recurrente  hayaú  
comparecido en dicha sede, oponiendo la excepci n contemplada en eló  
art culo 177 N 3 del C digo Tributario y solicitando la suspensi n delí ° ó ó  
procedimiento, ni la alegaci n relativa a la inexistencia de un derechoó  
indubitado. En efecto, lo que el recurso plantea no es la revisi n deó  
decisiones adoptadas por dicho juez sustanciador dentro del mbito deá  
su competencia, sino la legalidad misma de que la recurrida se haya 
investido  de  tal  competencia  jurisdiccional  especial  respecto  de  un 
cr dito que, seg n se alega, no tendr a naturaleza tributaria; cuesti né ú í ó  
que ata e directamente al ejercicio del principio de legalidad y de lañ  
exclusividad de la funci n jurisdiccional, y que esta Corte se encuentraó  
plenamente habilitada para examinar por la presente v a cautelar. Delí  
mismo modo, la mayor o menor complejidad jur dica de la materiaí  
debatida no incide en lo indubitado o no del derecho invocado, desde 
que  dicho  car cter  dice  relaci n  con  la  legitimidad  y  certeza  delá ó  
derecho cuya protecci n se reclama, y no con la dificultad doctrinariaó  
de  la  controversia  normativa  subyacente.  En  consecuencia,  las 
alegaciones  de  inadmisibilidad  formuladas  por  la  recurrida  ser ná  
desestimadas.

II . -  En cuanto al fondo .
TERCERO:  Que,  la  acci n  constitucional  de  protecci n,ó ó  

consagrada  en  el  art culo  20  de  la  Constituci n  Pol tica  de  laí ó í  
Rep blica, ha sido establecida a favor de quien, por causa de actos uú  
omisiones  arbitrarios  o  ilegales,  sufra  privaci n,  perturbaci n  oó ó  
amenaza en el leg timo ejercicio de alguno de los derechos y garant así í  
que la propia Carta Fundamental asegura, constituyendo una acci n deó  
naturaleza cautelar y de urgencia, destinada a restablecer el imperio del 
derecho.

CUARTO: Que, por esta v a se impugna el procedimiento deí  
cobro  del  Cr dito  con  Garant a  Estatal  seguido  por  la  Tesorer aé í í  
Provincial  de San Felipe en contra del  recurrente, en el  expediente 
administrativo N  de Los Andes, mediante la aplicaci n de° ó  
las  potestades y mecanismos del  T tulo V del Libro III del  C digoí ó  
Tributario, materializado en la confecci n de una n mina de deudoresó ó  
morosos, el despacho de un mandamiento de ejecuci n y embargo yó  
un  requerimiento  de  pago,  ordenados  el  7  de  abril  de  2026  y 
posteriormente notificados por correo electr nico el 9 de abril de 2026,ó  
con expresa invocaci n de los art culos 171 y 173 del citado C digo yó í ó  
bajo  apercibimiento  de  embargo  de  bienes  suficientes.  Sostiene  el 
recurrente  que  dicho  actuar  es  ilegal  y  arbitrario,  por  cuanto  la 
Tesorer a habr a ejercido facultades de cobro, notificaci n y ejecuci ní í ó ó  
sin intervenci n jurisdiccional previa y mediante un procedimiento queó  
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estima improcedente respecto de una deuda derivada del Cr dito coné  
Aval del Estado.

QUINTO: Que, la recurrida, por su parte, sostiene que, una 
vez  hecha  efectiva  la  garant a  estatal,  nace  en  favor  del  Fisco  uní  
cr dito fiscal distinto de la obligaci n civil original, registrado medianteé ó  

 en  la  Cuenta  nica  Tributaria,  cuya  cobranzaÚ  
corresponde a la Tesorer a conforme al art culo 35 del Decreto Leyí í  
N 1.263 y al Estatuto Org nico del Servicio de Tesorer as, normas que° á í  
la facultar an para aplicar, cualquiera sea la naturaleza del cr dito, losí é  
procedimientos  del  C digo  Tributario,  interpretaci n  que  seó ó  
encontrar a respaldada por los dict menes de la Contralor a Generalí á í  
de la  Rep blica  que cita.  Agrega que las  alegaciones  relativas  a laú  
situaci n econ mica del recurrente y a la procedencia de mecanismosó ó  
menos gravosos de cobro no alteran la legalidad del procedimiento ni 
la existencia de la deuda registrada.

SEXTO: Que, para resolver la controversia planteada, resulta 
indispensable  tener  presente,  en  primer  t rmino,  lo  dispuesto  en  elé  
art culo 18 bis de la Ley N 20.027, cuyo inciso primero dispone queí °  
“la  Tesorer a General  de la Rep blica,  en representaci n del  Fisco,í ú ó  
estar  facultada  para  realizar  las  acciones  de  cobranza  judicial  yá  
extrajudicial que sean procedentes respecto de los cr ditos de los que esé  
titular el Fisco y aquellos en que se hubiera hecho efectiva la garant a,í  
sea total o parcialmente, y que hayan sido otorgados de acuerdo a la  
presente  ley ;  precisando  su  inciso  segundo  que  ” “las  acciones  de 
cobranza que ejerza la Tesorer a General de la Rep blica, por s  o aí ú í  
trav s de terceros, se someter n a las reglas generales de procedimientoé á  
aplicables al cobro coactivo, ordinario o ejecutivo, de los t tulos en queí  
constan las obligaciones y cr ditos otorgados al amparo de esta leyé .”  
Agrega su inciso tercero que, para dichos efectos, la Tesorer a podrí á 
delegar en terceros las acciones de cobro, sin perjuicio de lo dispuesto 
en el numeral 10 del art culo 22 de la misma ley, y su inciso final laí  
faculta para vender o ceder,  previo visto bueno de la Direcci n deó  
Presupuestos, los cr ditos de que sea titular el Fisco que se encuentrené  
en condici n de morosidad.ó

S PTIMOÉ : Que, por su parte, el art culo 35 del Decreto Leyí  
N 1.263, de 1975, sobre Administraci n Financiera del Estado, dispone° ó  
que “el Servicio de Tesorer as tendr  a su cargo la cobranza judicial oí á  
administrativa con sus respectivos reajustes, intereses y sanciones de los  
impuestos, patentes, multas y cr ditos del Sector P blico, salvo aquellosé ú  
que  constituyan  ingresos  propios  de  los  respectivos  Servicios ,”  
agregando  que  para  tal  efecto,  aplicar ,  cualquiera  que  sea  la“ á  
naturaleza del cr dito, los procedimientos administrativos y judicialesé  
establecidos por el C digo Tributario para el cobro de los impuestosó  
morosos .”

OCTAVO:  Que,  el  T tulo  V  del  Libro  III  del  C digoí ó  
Tributario,  denominado  “Del  cobro  ejecutivo  de  las  obligaciones  
tributarias  de  dinero ,  fija  con  claridad  su  mbito  de  aplicaci n” á ó  
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material, circunscrito a las obligaciones tributarias, esto es, aquellas que 
nacen por el solo ministerio de la ley al producirse el hecho gravado 
respectivo.  As  se  desprende  del  art culo  169  de  dicho  C digo,í í ó  
conforme al cual el t tulo ejecutivo se forma mediante una n mina queí ó  
debe  consignar,  entre  otros  elementos,  “la  cantidad  adeudada  por  
concepto de impuestos o de sanciones en su caso y del tipo de tributo ;”  
y  se  confirma  con  el  art culo  177,  que  reduce  el  cat logo  deí á  
excepciones  oponibles  a  tres  causales  -el  pago  de  la  deuda,  la 
prescripci n y el no empecer el t tulo al ejecutado-, restricci n que soloó í ó  
se  explica  en  funci n  de  la  especial  naturaleza  de  la  obligaci nó ó  
tributaria, nacida por el solo ministerio de la ley y no de un v nculoí  
contractual previo entre las partes.

NOVENO: Que, frente a ese marco, la remisi n que el incisoó  
segundo del art culo 18 bis de la Ley N 20.027 efect a a í ° ú “las reglas  
generales de procedimiento aplicables al  cobro coactivo, ordinario o  
ejecutivo  no  puede  comprender  las  potestades  y  mecanismos  del”  
T tulo V del Libro III del C digo Tributario, por tratarse stas de uní ó é  
r gimen especial y excepcional, instituido espec ficamente para el cobroé í  
ejecutivo de obligaciones tributarias de dinero, categor a dentro de laí  
cual no se inserta el cr dito de que se trata, que reconoce un origené  
contractual y civil. Refuerza esta conclusi n la circunstancia de que laó  
propia Ley N 20.027 confiere a la Tesorer a, respecto de estos mismos° í  
cr ditos,  la facultad de venderlos o cederlos a terceros, conforme alé  
inciso final del art culo 18 bis; atributo de disposici n que resultar aí ó í  
incompatible con la naturaleza estrictamente tributaria que la recurrida 
pretende atribuirle, desde que las obligaciones tributarias, por su origen 
legal y por estar afectas al inter s general en la recaudaci n fiscal, noé ó  
son  susceptibles  de  cesi n  o  enajenaci n  entre  particulares  en  losó ó  
t rminos en que la ley permite hacerlo respecto de los cr ditos CAE.é é

D CIMOÉ : Que, la defensa de la recurrida, en orden a sostener 
que, hecha efectiva la garant a estatal, nace un cr dito fiscal distintoí é  
sujeto a la cl usula general del art culo 35 del Decreto Ley N 1.263á í °  
-que  autoriza  aplicar  los  procedimientos  del  C digo  Tributarioó  
“cualquiera que sea la naturaleza del cr ditoé -, no puede ser acogida.”  
Dicha disposici n, contenida en un cuerpo legal de 1975, de alcanceó  
general y residual en materia de administraci n financiera del Estado,ó  
no puede prevalecer  sobre la  regulaci n  especial  y posterior  que eló  
propio legislador dict  espec ficamente para el  cobro de los cr ditosó í é  
otorgados al amparo de la Ley N 20.027, contenida en su art culo 18° í  
bis, incorporado por la Ley N 20.634 del a o 2012. En efecto, consta° ñ  
de la historia fidedigna de esta ltima ley que la indicaci n originalú ó  
sometida a tramitaci n legislativa contemplaba una remisi n expresa aó ó  
la  norma de cobranza coactiva tributaria del  Estatuto Org nico delá  
Servicio de Tesorer as, remisi n que fue deliberadamente suprimida aí ó  
solicitud  de  la  propia  autoridad  administrativa  competente,  en  el 
entendido de que tal remisi n desnaturalizar a el r gimen de cobro queó í é  
se  quiso instaurar  para  el  sistema de cr ditos  de la  Ley  N 20.027,é °  
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opt ndose en su lugar por sujetar dicho cobro a las reglas generales deá  
procedimiento aplicables al cobro coactivo, ordinario o ejecutivo de los 
respectivos  t tulos.  Trat ndose,  por  tanto,  de  una  ley  especial  yí á  
posterior que regula de manera espec fica y deliberada el estatuto deí  
cobro del  cr dito  fiscal  nacido del  pago de la  garant a  estatal,  ellaé í  
prevalece  sobre  la  cl usula  general  y  residual  del  art culo  35  delá í  
Decreto Ley N 1.263, sin que sea admisible, por esta v a, reintroducir° í  
por interpretaci n sistem tica aquello que el propio proceso legislativoó á  
excluy  de manera consciente y expresa.ó

D CIMO PRIMEROÉ : Que, tampoco desvirt a la conclusi nú ó  
precedente el argumento de la recurrida consistente en sostener que lo 
cobrado no es el pagar  suscrito por el deudor sino el desembolso fiscalé  
derivado del  pago de la  garant a  estatal  -obligaci n  que califica  deí ó  
distinta  e  independiente,  registrada  mediante   en  la 
Cuenta nica Tributaria-. Al respecto, cabe se alar que el pago de laÚ ñ  
garant a opera en los t rminos de la subrogaci n legal consagrada en elí é ó  
art culo 1610 N 3 del C digo Civil, en cuya virtud el Fisco se subrogaí ° ó  
en el cr dito original con todos sus privilegios, cauciones y acciones,é  
conforme  al  art culo  1612  del  mismo C digo,  sin  que  dicho  pagoí ó  
genere una obligaci n nueva ni altere la naturaleza civil y contractualó  
del v nculo que le da origen. La subrogaci n cambia el sujeto activo deí ó  
la relaci n jur dica, no la relaci n misma. A mayor abundamiento, si eló í ó  
monto cobrado mediante el  difiere del consignado en el 
pagar  -precisamente porque podr a incluir partidas no pactadas con elé í  
deudor-, ello no crea una obligaci n aut noma de naturaleza fiscal,ó ó  
sino  que  evidencia,  por  el  contrario,  que  la  controversia  sobre  el 
quantum real de la deuda debe resolverse ante un tribunal ordinario 
mediante un proceso con debate bilateral amplio, y no a trav s de uné  
procedimiento  de  excepciones  tasadas  como el  del  art culo  177  delí  
C digo Tributario. En todo caso, si lo cobrado fuera realmente unaó  
obligaci n  nueva  ajena  al  pagar ,  el  propio  ó é  
confeccionado  unilateralmente  por  la  Tesorer a  carecer a  de  m ritoí í é  
ejecutivo respecto del deudor, que no intervino en su confecci n nió  
suscribi  instrumento  alguno  que  lo  reconozca,  lo  que  desnuda  laó  
inconsistencia interna del argumento.

D CIMO  SEGUNDOÉ :  Que,  en  cuanto  al  argumento 
consistente en sostener que la expresi n cobro coactivo empleada en eló  
inciso  segundo  del  art culo  18  bis  de  la  Ley  N 20.027  aludir a  alí ° í  
procedimiento  tributario  del  T tulo  V  del  Libro  III  del  C digoí ó  
Tributario y no al juicio ejecutivo civil, tampoco puede ser acogido. El 
precepto  no  dice  simplemente  cobro  coactivo ,  dispone  que  las“ ”  
acciones  de  cobranza  se  someter n  a  las  reglas  generales  de“ á  
procedimiento aplicables al cobro coactivo, ordinario o ejecutivo, de los 
t tulos en que constan las obligaciones y cr ditos otorgados al amparoí é  
de esta ley . La expresi n ordinario o ejecutivo  remite con precisi n” ó “ ” ó  
a las categor as procesales del C digo de Procedimiento Civil, que soní ó  
las v as civiles de cobro seg n la naturaleza del t tulo respectivo; y laí ú í  
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referencia  a  los  t tulos  en  que  constan  las  obligaciones  ancla  el“ í ”  
procedimiento al instrumento que documenta la deuda -en este caso el 
pagar -, cuyo cauce natural de cobro es el juicio ejecutivo civil ante losé  
tribunales  ordinarios  competentes.  El  procedimiento  tributario  del 
T tulo V del Libro III del C digo Tributario no es ni ordinario  nií ó “ ”  
ejecutivo  en el  sentido del  C digo de Procedimiento Civil:  es  un“ ” ó  

procedimiento especial de cobro cuyo t tulo ejecutivo es una n minaí ó  
confeccionada unilateralmente por el Tesorero, categor a enteramenteí  
ajena  a  la  que  el  art culo  18  bis  describe.  Si  el  legislador  hubieraí  
querido  remitirse  al  procedimiento  tributario,  lo  habr a  se aladoí ñ  
expresamente, como lo hace el art culo 35 del Decreto Ley N 1.263; laí °  
deliberada omisi n de esa referencia en el texto del art culo 18 bis, queó í  
consta  adem s  en  la  historia  fidedigna  de  la  Ley  N 20.634  yaá °  
examinada, no puede subsanarse por v a de interpretaci n.í ó

D CIMO TERCEROÉ :  Que, a lo razonado precedentemente 
se  suma un  antecedente  de  coherencia  regulatoria  que  lo  confirma 
desde  una  perspectiva  distinta.  El  art culo  35,  inciso  tercero,  delí  
Reglamento de la Ley N 20.027 -aprobado por el Decreto N 266 de° °  
2009,  del  Ministerio  de Educaci n,  que reemplaz  el  texto originaló ó  
contenido en el Decreto N 182 de 2005, del mismo Ministerio, sin que°  
las  modificaciones  introducidas  con  posterioridad  por  los  Decretos 
N 47, de 2013, y N 206 de 2022, ambos del Ministerio de Educaci n,° ° ó  
hayan alterado el texto de la norma que se cita- dispone que, para que 
proceda el pago de la garant a estatal, la entidad financiera acreedoraí  
debe  acreditar  ante  la  Comisi n  Administradora  del  Sistema  deó  
Cr ditos para Estudios Superiores é “el agotamiento de las acciones de  
cobranza prejudiciales , el incumplimiento de pago del ” “ deudor  y ” “el 
inicio ante tribunal competente de las acciones judiciales tendientes al  
cobro  del  cr dito  adeudadoé ,  exigencia  que  su  art culo  29,  inciso” í  
cuarto,  reitera  en  t rminos  equivalentes  respecto  de  la  deserci né ó  
acad mica, y que su art culo 36 confirma al disponer que solo una vezé í  
acreditado  dicho  incumplimiento  la  Comisi n  certificar  que  seó á  
cumplen los requisitos para hacer efectiva la garant a y solicitar  a laí á  
Tesorer a que efect e el pago correspondiente, exigencia que la propiaí ú  
recurrida reconoce en su informe al describir el procedimiento previo a 
la generaci n de la deuda fiscal.ó

El tribunal competente ante el cual deben iniciarse esas acciones 
judiciales, trat ndose de un cr dito documentado en pagar s suscritosá é é  
entre un particular y una instituci n financiera, no puede ser otro queó  
el tribunal civil ordinario, careciendo el Tesorero, en esa etapa, de toda 
intervenci n. De lo anterior se sigue que el propio dise o normativoó ñ  
del sistema, anterior y ajeno a toda controversia como la planteada en 
estos autos, presupone y exige el inicio de la v a civil ordinaria comoí  
cauce natural de cobro del cr dito mientras ste permanece en poderé é  
de la instituci n financiera, presupuesto que resulta inconciliable con laó  
naturaleza tributaria que la recurrida atribuye a la obligaci n una vezó  
que sta se traslada a su patrimonio, desde que las obligaciones de esaé  
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especie no requieren, conforme a su r gimen propio, el ejercicio previoé  
de  acciones  judiciales  civiles  por  parte  de  un  tercero  acreedor.  La 
consistencia regulatoria de todo el sistema reconoce, en consecuencia, a 
la v a civil ordinaria -y no a la tributaria- como el cauce de cobroí  
propio de esta clase de cr ditos.é

D CIMO  É CUARTO:  Que,  tampoco  altera  la  conclusi nó  
precedente la  jurisprudencia de la  Excma. Corte Suprema invocada 
por  la  recurrida,  reca da  en  las  causas  Roles  N 19.139-2019  yí °  
N 247.876-2023, por cuanto tales pronunciamientos se circunscriben a°  
materias  diversas  de  la  debatida  en  estos  autos,  tales  como  la 
imprescriptibilidad prevista en el art culo 13 de la Ley N 20.027, laí °  
subsistencia  del  cr dito  fiscal  frente  a  la  prescripci n  de  la  acci né ó ó  
cambiaria o los efectos patrimoniales derivados de dicha circunstancia, 
sin emitir pronunciamiento acerca de la legalidad del procedimiento 
empleado por la  Tesorer a  para materializar  su cobro mediante  lasí  
potestades previstas en el T tulo V del Libro III del C digo Tributario.í ó  
La circunstancia de que un cr dito  sea imprescriptible  en favor delé  
Fisco  o  subsista  pese  a  la  prescripci n  de  la  acci n  cambiaria  noó ó  
determina, por s  sola,  cu l es el procedimiento legalmente aplicableí á  
para  su  cobro,  raz n  por  la  cual  dicha  jurisprudencia  no  resultaó  
decisiva para resolver la controversia planteada en la presente causa.

En cuanto a los pronunciamientos dictados por la Excma. Corte 
Suprema el 8 de mayo de 2026, citados asimismo por la recurrida, 
entre ellos los reca dos en los Roles N 21.416-2026, N 2í ° ° 2.177-2026, 
N 23.516-2026  y  N 22.146-2026,  cabe  considerar  que  stos  fueron° ° é  
pronunciados  al  conocer  de  apelaciones  deducidas  en  contra  de 
resoluciones  que  declararon  inadmisibles  recursos  de  protecci n,ó  
concluy ndose que las cuestiones relativas a la naturaleza jur dica delé í  
cr dito, al tribunal competente y al procedimiento aplicable no pod ané í  
ser establecidas por dicha v a. Tal conclusi n no impide, sin embargo,í ó  
el  examen  que  corresponde  efectuar  en  estos  autos,  desde  que, 
conforme se razon  en los considerandos primero y segundo, la acci nó ó  
fue admitida a tramitaci n y la controversia sometida al conocimientoó  
de esta Corte dice relaci n precisamente con la legalidad de la potestadó  
ejercida por la  Tesorer a  para aplicar  al  cr dito  de que se trata elí é  
procedimiento especial previsto en el T tulo V del Libro III del C digoí ó  
Tributario.

D CIMO  É QUINTO: Que, a la conclusi n precedente debeó  
a adirse  una consideraci n  de mayor entidad a n.  El T tulo  V delñ ó ú í  
Libro III del C digo Tributario no se limita a fijar un procedimientoó  
de cobro, sino que inviste al Tesorero Regional o Provincial, respecto 
de  las  obligaciones  que  dicho  t tulo  regula,  de  la  calidad  de  juezí  
sustanciador,  confiri ndole  con  ello  el  ejercicio  de  una  funci né ó  
jurisdiccional especial y excepcional sima, que la Constituci n Pol ticaí ó í  
de la Rep blica reserva, en su art culo 76, a los tribunales establecidosú í  
por la  ley,  y cuya atribuci n  a un rgano distinto de aquellos  soloó ó  
resulta  tolerable  en la  estricta  medida en que el  legislador  la  haya 

Código: GBLMCTXGRLQ

Este documento tiene firma electrónica
y su original puede ser validado en
http://verificadoc.pjud.cl



conferido de manera expresa, espec fica y no extensible. As  lo exige,í í  
adem s,  la  garant a del  art culo 19 N 3, inciso quinto, de la Cartaá í í °  
Fundamental,  conforme  a  la  cual  nadie  puede  ser  juzgado  por 
comisiones especiales, sino por el tribunal que se ale la ley. Trat ndoseñ á  
de una competencia jurisdiccional de esta naturaleza, su ejercicio no 
puede extenderse, por v a de interpretaci n sistem tica o anal gica, aí ó á ó  
materias para las cuales no fue expresamente conferida, ni delegar la 
determinaci n de su alcance en cl usulas generales de administraci nó á ó  
financiera del Estado.

Al aplicar dicho estatuto al cobro de un cr dito de naturalezaé  
civil y contractual, la Tesorer a no ha incurrido en un mero exceso ení  
el ejercicio de potestades administrativas que le son propias, sino que 
evidencia la existencia de una autotutela, puesto que utiliza a su favor 
un  procedimiento  compulsivo  en  una  hip tesis  que  no  resultaó  
procedente, infringiendo con ello el principio de legalidad consagrado 
en los art culos 6  y 7  de la Constituci n Pol tica de la Rep blica.í ° ° ó í ú

D CIMO  É SEXTO:  Que,  sin  perjuicio  de  lo  razonado 
precedentemente, y solo en el evento de estimarse que el art culo 35í  
del Decreto Ley N 1.263 confiriera a la Tesorer a la facultad formal de° í  
aplicar  el  procedimiento  del  T tulo  V  del  Libro  III  del  C digoí ó  
Tributario al cobro de los cr ditos a que se refiere esta causa -cuesti né ó  
que  esta  Corte  ha  descartado  en  los  motivos  que  anteceden-,  su 
ejercicio en la forma en que se ha verificado importar a, en todo caso,í  
una desviaci n de poder. En efecto, dicho procedimiento fue instituidoó  
por  el  legislador  con la  finalidad  espec fica  de  asegurar  la  eficaz  yí  
expedita  recaudaci n  de  las  obligaciones  tributarias,  atendida  laó  
particular  naturaleza  de  stas;  finalidad  que  no  se  satisface  ni  seé  
relaciona con el cobro de un cr dito de origen contractual y civil comoé  
el  de  la  especie.  El  empleo  de  dicho  estatuto  para  esta  clase  de 
obligaciones revela,  antes bien,  la  persecuci n de un fin  distinto deó  
aquel para el cual la potestad fue conferida, esto es, la obtenci n deó  
una posici n de cobro m s expedita y coercitiva que la que el propioó á  
legislador especial dise  para esta clase de cr ditos en el art culo 18ñó é í  
bis de la Ley N 20.027, lo que configura el vicio antes se alado.° ñ

D CIMO  É S PTIMO:É  Que,  de  lo  razonado  en  los 
considerandos precedentes se sigue que el actuar de la recurrida lesiona 
la garant a de igualdad ante la ley, consagrada en el art culo 19 N 2 deí í °  
la Constituci n Pol tica de la Rep blica, desde que obliga al recurrenteó í ú  
a  someterse  a  un  procedimiento  sustancialmente  m s  restrictivo,  ená  
cuanto al ejercicio de sus derechos procesales y a la limitaci n de lasó  
excepciones oponibles, que aquel al que tendr a derecho cualquier otroí  
deudor de un cr dito de igual naturaleza civil sometido a las reglasé  
generales del cobro ordinario o ejecutivo, sin que dicha diferencia de 
trato  reconozca fundamento  racional  alguno en la  naturaleza  de la 
obligaci n de que se trata.ó

D CIMO  OCTAVOÉ :  Que, del mismo modo, se encuentra 
comprometida  la  garant a  consagrada  en  el  art culo  19  N 3  de  laí í °  

Código: GBLMCTXGRLQ

Este documento tiene firma electrónica
y su original puede ser validado en
http://verificadoc.pjud.cl



Constituci n  Pol tica  de  la  Rep blica.  El  dise o  procedimental  deló í ú ñ  
T tulo  V del  Libro  III  del  C digo  Tributario  confiere  al  Tesoreroí ó  
Regional o Provincial la calidad de juez sustanciador respecto de las 
obligaciones tributarias cuyo cobro le ha sido legalmente encomendado, 
atribuy ndole con ello el ejercicio de una funci n jurisdiccional que laé ó  
Constituci n, en su art culo 76, reserva a los tribunales establecidos poró í  
la  ley.  Esa  fisonom a  institucional  excepcional  -admitidaí  
restrictivamente por el ordenamiento para la recaudaci n de tributosó  
que  financian  las  cargas  p blicas  generales-  no  puede  extenderse  aú  
obligaciones  emanadas  de  un  v nculo  netamente  contractual  y  civilí  
como el  de  la  especie,  pues  al  hacerlo  se  sustrae  al  deudor  de  la 
prerrogativa de litigar ante el tribunal que la ley se ala, bajo las reglasñ  
de un proceso con debate bilateral amplio y ante un tercero imparcial, 
para  someterlo  a  un  estatuto  en  que  la  entidad  acreedora  act aú  
simult neamente como parte interesada en el cobro y como rgano queá ó  
detenta  la  investidura  de  juez  sustanciador  respecto  de  su  propia 
pretensi n, lo que infringe la exigencia de imparcialidad y el derecho aó  
no ser juzgado por comisiones especiales garantizados en el art culo 19í  
N 3, inciso quinto, de la Carta Fundamental.°

D CIMO  NOVENOÉ :  Que,  de  la  misma  manera,  se 
encuentra amagado el derecho de propiedad garantizado en el art culoí  
19  N 24 de la  Constituci n  Pol tica  de la  Rep blica,  desde que la° ó í ú  
dictaci n y notificaci n de un mandamiento de ejecuci n y embargo,ó ó ó  
fundado  en  un  procedimiento  que  la  Tesorer a  no  se  encontrabaí  
legalmente habilitada para emplear respecto de este cr dito, constituyeé  
una  amenaza  cierta,  concreta  y  actual  sobre  el  patrimonio  del 
recurrente,  la  que deviene en ileg tima precisamente por carecer deí  
sustento normativo el estatuto coactivo utilizado para materializarla.

VIG SIMOÉ :  Que,  conforme  a  lo  razonado,  esta  Corte 
concluye que la Tesorer a General de la Rep blica ha incurrido en uní ú  
actuar  ilegal  y arbitrario  al  aplicar  las  potestades  y mecanismos del 
T tulo V del Libro III del C digo Tributario al cobro del cr dito deí ó é  
que  es  titular  el  recurrente,  vulnerando  con  ello  las  garant así  
constitucionales  examinadas,  por  lo  que  la  presente  acci n  deó  
protecci n  habr  de  ser  acogida  en  los  t rminos  que  se  dir n,  enó á é á  
t rminos  que  resultan  plenamente  congruentes  con  el  petitumé  
formulado en el recurso.

Por estas consideraciones y de conformidad con lo dispuesto en 
los art culos 19 y 20 de la Constituci n Pol tica de la Rep blica y en elí ó í ú  
Auto  Acordado  de  la  Excma.  Corte  Suprema sobre  Tramitaci n  yó  
Fallo  del  Recurso  de  Protecci n  de  Garant as  Constitucionales,  seó í  
declara:

I.- Que, se rechaza la alegaci n de inadmisibiló idad de la acci nó  
de protecci n.ó

II.-  Que,  se  acoge,  s in  costas ,  la  acci n  de  protecci nó ó  
deducida por don  en contra de la 
Tesorer a  General  de  la  Rep blica  y,  en  consecuencia,  se  deja  siní ú  
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efecto  el  procedimiento  de  cobro,  el  mandamiento  de  ejecuci n  yó  
embargo  y  el  requerimiento  de  pago  dictados  en  su  contra  en  el 

 de Los Andes, seguido ante 
la Tesorer a Provincial de San Felipe, debiendo la recurrida abstenerseí  
de iniciar o continuar, respecto del recurrente, procedimientos de cobro 
del  Cr dito  con  Garant a  Estatal  mediante  la  aplicaci n  de  lasé í ó  
potestades  y  mecanismos  del  T tulo  V  del  Libro  III  del  C digoí ó  
Tributario, debiendo ajustar toda eventual actuaci n de cobro al marcoó  
legal  especial  previsto  en  los  art culos  16,  17  y  18  bis  de  la  Leyí  
N 20.027.°

Acordada  con  el  voto  en  contra  del  Fiscal  Judicial   
, quien estuvo por rechazar el recurso, teniendo 

nicamente presente las siguientes consideraciones:ú
1 .-  Que,  para  r° esolver  la  controversia  planteada,  resulta 

pertinente  considerar  lo  dispuesto  en  el  art culo  18  bis  de  la  Leyí  
N 20.027, conforme al cual la Tesorer a General de la Rep blica se° í ú  
encuentra expresamente facultada para ejercer acciones de cobranza 
judicial y extrajudicial respecto de los cr ditos de que es titular el Fiscoé  
y de aquellos en que se ha hecho efectiva la garant a estatal.í

Por su parte, el art culo 35 del Decreto Ley N 1.263 dispone queí °  
el  Servicio  de  Tesorer as  tendr  a  su  cargo  la  cobranza  judiciaí á l  o 
administrativa de los cr ditos del Sector P blico y que, para tal efecto,é ú  
aplicar ,  cualquiera sea la naturaleza del cr dito,  los procedimientosá é  
administrativos y judiciales establecidos por el C digo Tributario paraó  
el cobro de los impuestos morosos.

2 .- Que, asimismo, la Contralor a General de la Rep blica ha° í ú  
sostenido de manera conteste en sus dict menes, especá ialmente en los 
N 54.539  de  2011  y  D183-2026,  que  corresponde  a  la  Tesorer a° í  
General de la Rep blica asumir la cobranza de los cr ditos respecto deú é  
los cuales ha operado la garant a estatal o que han sido incorporados alí  
patrimonio  fiscal,  pudiendo  valerse  para  ello  de  los  procedimientos 
administrativos y judiciales contemplados en el Libro III, T tulo V delí  
C digo Tributario.ó

3 .-  ° Que,  en  el  caso  concreto  de  estos  autos,  consta  que  el 
recurrente don  registra una deuda 
asociada  al  Cr dito  con  Aval  del  Estado,  incorporada  medianteé  
Formulario N 34, , con vencimiento el 4 de noviembre°  
de 2025, correspondiente al  
de  Los  Andes,  seguido ante  la  Tesorer a  Provincial  de  San  Felipe,í  
respecto  de  la  cual  la  Tesorer a  General  de  la  Rep blica  inici  elí ú ó  
correspondiente  procedimiento  administrativo  de  cobranza, 
confeccion ndose  la  n mina  de  deudores  morosos  y  despach ndoseá ó á  
mandamiento de ejecuci n y embargo, cuyo requerimiento de pago fueó  
notificado por correo electr nico el 9 de abril de 2026, haci ndoseleó é  
saber,  adem s,  el  plazo  legal  para  oponer  excepciones,  las  queá  
posteriormente fueron deducidas por el recurrente.
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4 .- Que, en estas condiciones, a juicio de quien disiente, no es°  
posible  concluir  que  la  Tesorer a  General  de  la  Rep blica  hayaí ú  
actuado al margen de las atribuciones que el ordenamiento jur dico leí  
confiere.

Las  actuaciones impugnadas encuentran sustento directo en las 
disposiciones legales precedentemente referidas, las que expresamente 
encomiendan a dicho organismo la recuperaci n de cr ditos del sectoró é  
p blico mediante la aplicaci n de los procedimientos contemplados enú ó  
el  C digo  Tributario,  con  independencia  de  que  el  origen  de  laó  
obligaci n sea civil o contractual.ó

5 .- Q° ue, por consiguiente, al ajustarse el actuar de la recurrida 
a la normativa vigente que regula la recuperaci n de recursos p blicosó ú  
derivados del sistema de Cr dito con Aval del Estado, no se divisa laé  
existencia  de  un  acto  ilegal  o  arbitrario  que  vulnere  las  garant así  
constitucionales  del  recurrente,  motivo  por  el  cual  la  acci n  deó  
protecci n debe ser desestimada.ó

Ejecutoriado el  presente fallo, d jese sin efecto la orden de noé  
innovar decretada a folio N 6.°

N°Protecc i n-3935-2026ó .
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Pronunciado por la Segunda Sala de la C.A. de Valparaíso integrada por Ministro Pedro Enrique

Garcia M., Fiscal Judicial Mario Enrique Fuentes M. y Abogado Integrante Alvaro Pavez J.

Valparaiso, doce de agosto de dos mil veintiseis.

En Valparaiso, a doce de agosto de dos mil veintiseis, notifiqué en Secretaría por el Estado Diario la

resolución precedente.
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